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I. Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO

11162 INSTRUMENTO de Ratificación del Convenio
Internacional para la represión de los aten-
tados terroristas cometidos con bombas,
hecho en Nueva York el 15 de diciembre
de 1997.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

Por cuanto el día 1 de mayo de 1998, el Plenipo-
tenciario de España, nombrado en buena y debida forma
al efecto, firmó en Nueva York el Convenio Internacional
para la represión de los atentados terroristas cometidos
con bombas, adoptado el 15 de diciembre de 1997,

Vistos y examinados el Preámbulo y los veinticuatro
artículos de dicho Convenio,

Concedida por las Cortes Generales la autorización
prevista en el artículo 94.1 de la Constitución,

Vengo en aprobar y ratificar cuanto en él se dispone,
como en virtud del presente lo apruebo y ratifico, pro-
metiendo cumplirlo, observalor y hacer que se cumpla
y observe puntualmente en todas sus partes, a cuyo
fin, para su mayor validación y firmeza, mando expedir
este Instrumento de Ratificación firmado por Mí, debi-
damente sellado y refrendado por el infrascrito Ministro
de Asuntos Exteriores.

Dado en Madrid, a veintidós de abril de mil nove-
cientos noventa y nueve.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Asuntos Exteriores,
ABEL MATUTES JUAN

CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA REPRESIÓN DE
LOS ATENTADOS TERRORISTAS COMETIDOS CON

BOMBAS

Los Estados Partes en el presente Convenio,
Teniendo presentes los propósitos y principios de la

Carta de las Naciones Unidas relativos al mantenimiento
de la paz y la seguridad internacionales y al fomento
de las relaciones de amistad y buena vecindad y la coo-
peración entre los Estados,

Observando con profunda preocupación que se inten-
sifican en todo el mundo los atentados terroristas en
todas sus formas y manifestaciones,

Recordando la Declaración con motivo del cincuen-
tenario de las Naciones Unidas, de 24 de octubre
de 1995,

Recordando también la Declaración sobre medidas
para eliminar el terrorismo internacional, que figura en

el anexo de la Resolución 49/60 de la Asamblea General,
de 9 de diciembre de 1994, en la que, entre otras cosas,
«los Estados Miembros de las Naciones Unidas reafirman
solemnemente y condenan en términos inequívocos
todos los actos, métodos y prácticas terroristas por con-
siderarlos criminales e injustificables, dondequiera y
quienquiera los cometa, incluidos los que ponen en peli-
gro las relaciones de amistad entre los Estados y los
pueblos y amenazan la integridad territorial y la segu-
ridad de los Estados»,

Observando que en la Declaración se alienta además
a los Estados «a que examinen con urgencia el alcance
de las disposiciones jurídicas internacionales vigentes
sobre prevención, represión y eliminación del terrorismo
en todas sus formas y manifestaciones, a fin de asegurar
la existencia de un marco jurídico global que abarque
todos los aspectos de la cuestión»,

Recordando además la Resolución 51/210 de la
Asamblea General, de 17 de diciembre de 1996, y la
Declaración complementaria de la Declaración de 1994,
sobre medidas para eliminar el terrorismo internacional,
que figura en el anexo de esa resolución,

Observando también que los atentados terroristas con
explosivos u otros artefactos mortíferos se están gene-
ralizando cada vez más,

Observando asimismo que las disposiciones jurídicas
multilaterales vigentes no bastan para hacer frente debi-
damente a estos atentados,

Convencidos de la necesidad urgente de que se inten-
sifique la cooperación internacional entre los Estados
con miras a establecer y adoptar medidas eficaces y
prácticas para prevenir esos atentados terroristas y enjui-
ciar y castigar a sus autores,

Considerando que la comisión de esos atentados es
motivo de profunda preocupación para toda la comu-
nidad internacional,

Observando que las actividades de las fuerzas mili-
tares de los Estados se rigen por normas de derecho
internacional situadas fuera del marco del presente Con-
venio y que la exclusión de ciertos actos del ámbito
del presente Convenio no condona ni legitima de manera
alguna actos ilícitos, ni obsta para su enjuiciamiento en
virtud de otras leyes,

Han acordado lo siguiente:

Artículo 1.

A los fines del presente Convenio:

1. Por «instalación del Estado» se entiende toda ins-
talación o vehículo permanente o provisional, cualquiera
que sea su ubicación, utilizado u ocupado por repre-
sentantes de un Estado, miembros del gobierno, el poder
legislativo o el judicial, funcionarios o empleados de una
entidad estatal o administrativa o funcionarios o emplea-
dos de una organización intergubernamental a los efec-
tos del desempeño de sus funciones oficiales.
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2. Por «instalación de infraestructura» se entiende
toda instalación de propiedad pública o privada que se
utilice para prestar o distribuir servicios al público, como
los de abastecimiento de agua, alcantarillado, energía,
combustible o comunicaciones.

3. Por «artefacto explosivo u otro artefacto mortí-
fero» se entiende:

a) Un arma o artefacto explosivo o incendiario que
obedezca al propósito de causar o pueda causar la muer-
te, graves lesiones corporales o grandes daños mate-
riales, o

b) el arma o artefacto que obedezca al propósito
de causar o pueda causar la muerte o graves lesiones
corporales o grandes daños materiales mediante la emi-
sión, la propagación o el impacto de productos químicos
tóxicos, agentes o toxinas de carácter biológico o sus-
tancias similares o radiaciones o material radiactivo.

4. Por «fuerzas militares de un Estado» se entienden
las fuerzas armadas de un Estado que estén organizadas,
entrenadas y equipadas con arreglo a la legislación nacio-
nal, primordialmente a los efectos de la defensa y la
seguridad nacionales y las personas que actúen en apoyo
de esas fuerzas armadas que estén bajo su mando, con-
trol y responsabilidad oficiales.

5. Por «lugar de uso público» se entienden las partes
de todo edificio, terreno, vía pública, curso de agua u
otro emplazamiento que sea accesible o esté abierto
al público de manera permanente, periódica u ocasional,
e incluye todo lugar comercial, empresarial, cultural, his-
tórico, educativo, religioso, gubernamental, de entrete-
nimiento, recreativo o análogo que sea accesible en tales
condiciones o esté abierto al público.

6. Por «red de transporte público» se entienden
todas las instalaciones, vehículos e instrumentos de pro-
piedad pública o privada que se utilicen en servicios
públicos o para servicios públicos a los efectos del trans-
porte de personas o mercancías.

Artículo 2.

1. Comete delito en el sentido del presente Con-
venio quien ilícita e intencionadamente entrega, coloca,
arroja o detona un artefacto o sustancia explosivo u otro
artefacto mortífero en o contra un lugar de uso público,
una instalación pública o de gobierno, una red de trans-
porte público o una instalación de infraestructura:

a) Con el propósito de causar la muerte o graves
lesiones corporales, o

b) con el propósito de causar una destrucción sig-
nificativa de ese lugar, instalación o red que produzca
o pueda producir un gran perjuicio económico.

2. También constituirá delito la tentativa de cometer
cualquiera de los delitos enunciados en el párrafo 1.

3. También comete delito quien:

a) Participe como cómplice en la comisión de un
delito enunciado en los párrafos 1 ó 2, o

b) organice o dirija a otros a los efectos de la comi-
sión del delito enunciado en los párrafos 1 ó 2, o

c) contribuya de algún otro modo a la comisión de
uno o más de los delitos enunciados en los párrafos 1
ó 2 por un grupo de personas que actúe con un propósito
común; la contribución deberá ser intencional y hacerse
con el propósito de colaborar con los fines o la actividad
delictiva general del grupo o con conocimiento de la
intención del grupo de cometer el delito o los delitos
de que se trate.

Artículo 3.

Salvo lo dispuesto en los artículos 10 a 15, según
corresponda, el presente Convenio no será aplicable
cuando el delito se haya cometido en un Estado, el pre-
sunto delincuente y las víctimas sean nacionales de ese
Estado y el presunto culpable se halle en el territorio
de ese Estado y ningún otro Estado esté facultado para
ejercer la jurisdicción con arreglo a lo dispuesto en los
párrafos 1 y 2 del artículo 6.

Artículo 4.

Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean
necesarias para:

a) Tipificar, con arreglo a su legislación interna, los
actos indicados en el artículo 2 del presente Convenio;

b) sancionar esos delitos con penas adecuadas en
las que se tenga en cuenta su naturaleza grave.

Artículo 5

Cada Estado Parte adoptará las medidas que resulten
necesarias, ¡incluida, cuando proceda, la adopción de
legislación interna, para que los actos criminales com-
prendidos en el ámbito del presente Convenio, en par-
ticular los que obedezcan a la intención o el propósito
de crear un estado de terror en la población en general,
en un grupo de personas o en determinadas personas,
no puedan justificarse en circunstancia alguna por con-
sideraciones de índole política, filosófica, ideológica,
racial, étnica, religiosa u otra similar y sean sancionados
con penas acordes a su gravedad.

Artículo 6.

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean
necesarias para establecer su jurisdicción respecto de
los delitos enunciados en el artículo 2 cuando éstos sean
cometidos:

a) En el territorio de ese Estado, o
b) A bordo de un buque que enarbole el pabellón

de ese Estado o de una aeronave matriculada de con-
formidad con la legislación de ese Estado en el momento
de la comisión del delito, o

c) Por un nacional de ese Estado.

2. Un Estado Parte podrá también establecer su juris-
dicción respecto de cualquiera de tales delitos cuando:

a) Sea cometido contra un nacional de ese Estado, o
b) Sea cometido en o contra una instalación guber-

namental en el extranjero, inclusive una embajada u otro
local diplomático o consular de ese Estado, o

c) Sea cometido por un apátrida que tenga residen-
cia habitual en el territorio de ese Estado, o

d) Sea cometido con el propósito de obligar a ese
Estado a realizar o abstenerse de realizar un determinado
acto, o

e) Sea cometido a bordo de una aeronave que sea
explotada por el gobierno de ese Estado.

3. Cada Estado Parte, al ratificar, aceptar o aprobar
el Convenio o adherirse a él, notificará al Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas que ha establecido su juris-
dicción con arreglo al párrafo 2 y de conformidad con
su legislación nacional y notificará inmediatamente al
Secretario General los cambios que se produzcan.

4. Cada Estado Parte tomará asimismo las medidas
necesarias para establecer su jurisdicción respecto de
los delitos enunciados en el artículo 2, en los casos en
que el presunto delincuente se halle en su territorio y
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dicho Estado no conceda la extradición a ninguno de
los Estados Parte que hayan establecido su jurisdicción
de conformidad con los párrafos 1 ó 2.

5. El presente Convenio no excluye el ejercicio de
la jurisdicción penal establecida por un Estado Parte de
conformidad con su legislación interna.

Artículo 7.

1. El Estado Parte que reciba información que indi-
que que en su territorio puede encontrarse el culpable
o presunto culpable de un delito enunciado en el artícu-
lo 2 tomará inmediatamente las medidas que sean nece-
sarias de conformidad con su legislación nacional para
investigar los hechos comprendidos en esa información.

2. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre
el delincuente o presunto delincuente, si estima que las
circunstancias lo justifican, tomará las medidas que
corresponda conforme a su legislación nacional, a fin
de asegurar la presencia de esa persona a efectos de
enjuiciamiento o extradición.

3. Toda persona respecto de la cual se adopten las
medidas mencionadas en el párrafo 2 tendrá derecho a:

a) Ponerse sin demora en comunicación con el
representante más próximo que corresponda del Estado
del que sea nacional o al que competa por otras razones
proteger los derechos de esa persona o, si se trata de
un apátrida, del Estado en cuyo territorio resida habi-
tualmente;

b) Ser visitada por un representante de dicho Estado;
c) Ser informada de los derechos previstos en los

incisos a) y b).

4. Los derechos a que se hace referencia en el
párrafo 3 se ejercitarán de conformidad con las leyes
y los reglamentos del Estado en cuyo territorio se halle
el delincuente o presunto delincuente, a condición de
que esas leyes y esos reglamentos permitan que se cum-
pla plenamente el propósito de los derechos indicados
en el párrafo 3.

5. Lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 se entenderá
sin perjuicio del derecho de todo Estado Parte que, con
arreglo al párrafo 1 c) o el párrafo 2 c) del artículo 6,
pueda hacer valer su jurisdicción a invitar al Comité Inter-
nacional de la Cruz Roja a ponerse en comunicación
con el presunto delincuente y visitarlo.

6. El Estado Parte que, en virtud del presente ar-
tículo, detenga a una persona notificará inmediatamente
la detención y las circunstancias que la justifiquen a los
Estados Parte que hayan establecido su jurisdicción de
conformidad con los párrafos 1 y 2 del artículo 6 y,
si lo considera conveniente, a todos los demás Estados
Parte interesados, directamente o por intermedio del
Secretario General de las Naciones Unidas. El Estado
que proceda a la investigación prevista en el párrafo 1
informará sin dilación de los resultados de ésta a los
Estados Parte mencionados e indicará si se propone ejer-
cer su jurisdicción.

Artículo 8.

1. En los casos en que sea aplicable el artículo 6,
el Estado Parte en cuyo territorio se encuentre el pre-
sunto delincuente, si no procede a su extradición, estará
obligado a someter sin demora indebida el caso a sus
autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento,
según el procedimiento previsto en la legislación de ese
Estado, sin excepción alguna y con independencia de
que el delito haya sido o no cometido en su territorio.
Dichas autoridades tomarán su decisión en las mismas
condiciones que las aplicables a cualquier otro delito

de naturaleza grave de acuerdo con el derecho de tal
Estado.

2. Cuando la legislación de un Estado Parte le permita
proceder a la extradición de uno de sus nacionales o entre-
garlo de otro modo sólo a condición de que sea devuelto
a ese Estado para cumplir la condena que le sea impuesta
de resultas del juicio o procedimiento para el cual se pidió
su extradición o su entrega, y ese Estado y el que solicita
la extradición están de acuerdo con esa opción y las demás
condiciones que consideren apropiadas, dicha extradición
o entrega condicional será suficiente para cumplir la obli-
gación enunciada en el párrafo 1.

Artículo 9.

1. Los delitos enunciados en el artículo 2 se con-
siderarán incluidos entre los que dan lugar a extradición
en todo tratado de extradición concertado entre Estados
Parte con anterioridad a la entrada en vigor del presente
Convenio. Los Estados Parte se comprometen a incluir
tales delitos como casos de extradición en todo tratado
sobre la materia que concierten posteriormente entre si.

2. Cuando un Estado Parte que subordine la extra-
dición a la existencia de un tratado reciba de otro Estado
Parte, con el que no tenga concertado un tratado, una
solicitud de extradición, podrá, a su elección, considerar
el presente Convenio como la base jurídica necesaria
para la extradición con respecto a los delitos previstos
en el artículo 2. La extradición estará sujeta a las demás
condiciones exigidas por la legislación del Estado al que
se ha hecho la solicitud.

3. Los Estados Parte que no subordinen la extra-
dición a la existencia de un tratado reconocerán los deli-
tos enunciados en el artículo 2 como casos de extra-
dición entre ellos, con sujeción a las condiciones exigidas
por la legislación del Estado al que se haga la solicitud.

4. De ser necesario, a los fines de la extradición
entre Estados Parte se considerará que los delitos enun-
ciados en el artículo 2 se han cometido no sólo en el
lugar en que se perpetraron sino también en el territorio
de los Estados que hayan establecido su jurisdicción de
conformidad con los párrafos 1 y 2 del artículo 6.

5. Las disposiciones de todos los tratados de extra-
dición vigentes entre Estados Parte con respecto a los
delitos enumerados en el artículo 2 se considerarán
modificadas entre esos Estados en la medida en que
sean incompatibles con el presente Convenio.

Artículo 10.

1. Los Estados Parte se prestarán la mayor asistencia
posible en relación con cualquier investigación, proceso
penal o procedimiento de extradición que se inicie con
respecto a los delitos enunciados en el artículo 2, incluso
respecto de la obtención de todas las pruebas necesarias
para el proceso que obren en su poder.

2. Los Estados Parte cumplirán las obligaciones que
les incumban en virtud del párrafo 1 de conformidad con
los tratados u otros acuerdos de asistencia judicial recí-
proca que existan entre ellos. En ausencia de esos tratados
o acuerdos, los Estados Partes se prestarán dicha asis-
tencia de conformidad con su legislación nacional.

Artículo 11.

A los fines de la extradición o de la asistencia judicial
recíproca ninguno de los delitos enunciados en el artícu-
lo 2 se considerará delito político, delito conexo a un
delito político ni delito inspirado en motivos políticos.
En consecuencia, no podrá rechazarse una solicitud de



20550 Martes 12 junio 2001 BOE núm. 140

extradición o de asistencia judicial recíproca formulada
en relación con un delito de ese carácter por la única
razón de que se refiere a un delito político, un delito
conexo a un delito político o un delito inspirado en moti-
vos políticos.

Artículo 12.

Nada de lo dispuesto en el presente Convenio se
interpretará en el sentido de que imponga una obligación
de extraditar o de prestar asistencia judicial recíproca
si el Estado al que se presenta la solicitud tiene motivos
fundados para creer que la solicitud de extradición por
los delitos enunciados en el artículo 2 o de asistencia
judicial recíproca en relación con esos delitos se ha for-
mulado con el fin de enjuiciar o castigar a una persona
por motivos de raza, religión, nacionalidad, origen étnico
u opinión política, o que el cumplimiento de lo solicitado
podría perjudicar la situación de esa persona por cual-
quiera de esos motivos.

Artículo 13.

1. La persona que se encuentre detenida o cum-
pliendo una condena en el territorio de un Estado Parte
y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte para
fines de prestar testimonio o de identificación o para
que ayude a obtener pruebas necesarias para la inves-
tigación o el enjuiciamiento de delitos previstos en el
presente Convenio podrá ser trasladada si se cumplen
las condiciones siguientes:

a) Da libremente su consentimiento informado, y
b) Las autoridades competentes de ambos Estados

están de acuerdo, con sujeción a las condiciones que
consideren apropiadas.

2. A los efectos del presente artículo:
a) El Estado al que sea trasladada la persona estará

autorizado y obligado a mantenerla detenida, salvo que
el Estado desde el que fue trasladada solicite o autorice
otra cosa;

b) El Estado al que sea trasladada la persona cum-
plirá sin dilación su obligación de devolverla a la custodia
del Estado desde el que fue trasladada según convengan
de antemano o de otro modo las autoridades compe-
tentes de ambos Estados;

c) El Estado al que sea trasladada la persona no
exigirá al Estado desde el que fue trasladada que inicie
procedimientos de extradición para su devolución;

d) Se tendrá en cuenta el tiempo que haya perma-
necido detenida la persona trasladada en el Estado al
que lo haya sido a los efectos del cumplimiento de la
condena que le haya sido impuesta en el Estado desde
el que fue trasladada.

3. A menos que el Estado Parte desde el cual se
ha de trasladar una persona de conformidad con el pre-
sente artículo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera
sea su nacionalidad, no podrá ser procesada, detenida
ni sometida a ninguna otra restricción de su libertad
personal en el territorio del Estado al que sea trasladada
en relación con actos o condenas anteriores a su salida
del territorio del Estado desde el que fue trasladada.

Artículo 14.

Toda persona que se encuentre detenida o respecto
de la cual se adopte cualquier medida o sea encausada
con arreglo al presente Convenio gozará de un trato
equitativo, incluido el goce de todos los derechos y garan-
tías de conformidad con la legislación del Estado en
cuyo territorio se encuentre y con las disposiciones per-
tinentes del derecho internacional, incluido el derecho
internacional en materia de derechos humanos.

Artículo 15.

Los Estados Parte cooperarán en la prevención de
los delitos previstos en el artículo 2, en particular:

a) Mediante la adopción de todas las medidas prac-
ticables, entre ellas, de ser necesario, la de adaptar su
legislación nacional para impedir que se prepare en sus
respectivos territorios la comisión de dichos delitos tanto
dentro como fuera de ellos y contrarrestar la preparación
de dichos delitos, incluida la adopción de medidas para
prohibir en sus territorios las actividades ilegales de per-
sonas, grupos y organizaciones que promuevan, insti-
guen, organicen o financien a sabiendas los enunciados
en el artículo 2 o participen en su preparación;

b) Mediante el intercambio de información precisa
y corroborada, de conformidad con su legislación interna,
y la coordinación de medidas administrativas y de otra
índole adoptadas, según proceda, para impedir que se
cometan los delitos previstos en el artículo 2;

c) Cuando proceda, mediante la investigación y el
desarrollo relativos a métodos de detección de explo-
sivos y otras sustancias nocivas que puedan provocar
muertes o lesiones corporales; mediante la celebración
de consultas acerca de la preparación de normas para
marcar los explosivos con el objeto de identificar su ori-
gen al investigar explosiones, y mediante el intercambio
de información sobre medidas preventivas, la coopera-
ción y la transferencia de tecnología, equipo y materiales
conexos.

Artículo 16.

El Estado Parte en el que se entable una acción penal
contra el presunto delincuente comunicará, de confor-
midad con su legislación nacional o sus procedimientos
aplicables, el resultado final de esa acción al Secretario
General de las Naciones Unidas, quien transmitirá la
información a otros Estados Parte.

Artículo 17.

Los Estados Parte cumplirán las obligaciones que les
incumben en virtud del presente Convenio de manera
compatible con los principios de la igualdad soberana,
la integridad territorial de los Estados y la no intervención
en los asuntos internos de otros Estados.

Artículo 18.

Nada de lo dispuesto en el presente Convenio facul-
tará a un Estado Parte para ejercer su jurisdicción en
el territorio de otro Estado Parte ni para realizar en él
funciones que estén exclusivamente reservadas a las
autoridades de ese otro Estado Parte por su derecho
interno.

Artículo 19.

1. Nada de lo dispuesto en el presente Convenio
menoscabará los derechos, las obligaciones y las res-
ponsabilidades de los Estados y de los individuos con
arreglo al derecho internacional, en particular los pro-
pósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas
y el derecho internacional humanitario.

2. Las actividades de las fuerzas armadas durante
un conflicto armado, según se entienden esos términos
en el derecho internacional humanitario y que se rijan
por ese derecho, no estarán sujetas al presente Convenio
y tampoco lo estarán las actividades realizadas por las
fuerzas militares de un Estado en el cumplimiento de
sus funciones oficiales, en la medida en que se rijan
por otras normas del derecho internacional.
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Artículo 20.

1. Las controversias que surjan entre dos o más
Estados Parte con respecto a la interpretación o apli-
cación del presente Convenio y que no puedan resolverse
mediante negociaciones dentro de un plazo razonable
serán sometidas a arbitraje a petición de uno de ellos.
Si en el plazo de seis meses, contados a partir de la
fecha de presentación de la solicitud de arbitraje, las
partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma
de organizarlo, cualquiera de ellas podrá someter la con-
troversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante
solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de
la Corte.

2. Cada Estado, al momento de firmar, ratificar,
aceptar o aprobar el presente Convenio o adherirse a
él, podrá declarar que no se considera obligado por el
párrafo 1. Los demás Estados Parte no estarán obligados
por lo dispuesto en el párrafo 1 respecto de ningún Esta-
do Parte que haya formulado esa reserva.

3. El Estado que haya formulado la reserva prevista
en el párrafo 2 podrá retirarla en cualquier momento
mediante notificación al Secretario General de las Nacio-
nes Unidas.

Artículo 21.

1. El presente Convenio estará abierto a la firma
de todos los Estados desde el 12 de enero de 1998
hasta el 31 de diciembre de 1999 en la sede de las
Naciones Unidas en Nueva York.

2. El presente Convenio está sujeto a ratificación,
aceptación o aprobación. Los instrumentos de ratifica-
ción, aceptación o aprobación serán depositadas en
poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

3. El presente Convenio estará abierto a la adhesión
de cualquier Estado. Los instrumentos de adhesión serán
depositados en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas.

Artículo 22.

1. El presente Convenio entrará en vigor el trigésimo
día a partir de la fecha en que se deposite en poder
del Secretario General de las Naciones Unidas el vigé-
simo segundo instrumento de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión.

2. Respecto de cada uno de los Estados que rati-
fiquen, acepten o aprueben el Convenio o se adhieran
a él después de que sea depositado el vigésimo segundo
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o
adhesión, el Convenio entrará en vigor el trigésimo día
a partir de la fecha en que dicho Estado haya depositado
su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación
o adhesión.

Artículo 23.

1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente
Convenio mediante notificación por escrito dirigida al
Secretario General de las Naciones Unidas.

2. La denuncia surtirá efecto un año después de
la fecha en que el Secretario General de las Naciones
Unidas reciba la notificación.

Artículo 24.

El original del presente Convenio, cuyos textos en
árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igual-
mente auténticos, será depositado en poder del Secre-
tario General de las Naciones Unidas, que enviará copias
certificadas de él a todos los Estados.

En testimonio de lo cual los infrascritos, debidamente
autorizados por sus respectivos Gobiernos, han firmado
el presente Convenio, abierto a la firma en Nueva York
el 12 de enero de 1998.

Firma Fecha de depósito
Instrumento

Alemania (1) . . . . . . . . . . 26- 1-1998
Argelia . . . . . . . . . . . . . . . . . 17-12-1998
Argentina . . . . . . . . . . . . . 2- 9-1998
Austria . . . . . . . . . . . . . . . . . 9- 2-1998 6- 9-2000 R
Azerbaiyán . . . . . . . . . . . . 2- 4-2001 AD
Belarús . . . . . . . . . . . . . . . . . 20- 9-1999
Bélgica . . . . . . . . . . . . . . . . . 12- 1-1998
Botswana .. . . . . . . . . . . . 8- 9-2000 AD
Brasil . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12- 3-1999
Burundi . . . . . . . . . . . . . . . . 4- 3-1998
Canadá .. . . . . . . . . . . . . . . . 12- 1-1998
Chipre (2) . . . . . . . . . . . . . 26- 3-1998 24- 1-2001 R
Comoras . . . . . . . . . . . . . . . 1-10-1998
Costa de Marfil . . . . . . 25- 9-1998
Costa Rica . . . . . . . . . . . . 16- 1-1998
Dinamarca . . . . . . . . . . . . 23-12-1999
Egipto (3) . . . . . . . . . . . . . . 14-12-1999
Eslovaquia . . . . . . . . . . . . 28- 7-1998 8-12-2000 R
Eslovenia . . . . . . . . . . . . . . 30-10-1998
España (4) . . . . . . . . . . . . 1- 5-1998 30- 4-1999 R
Estados Unidos . . . . . . 12- 1-1998
Estonia . . . . . . . . . . . . . . . . . 27-12-1999
Filipinas . . . . . . . . . . . . . . . . 23- 9-1998
Finlandia . . . . . . . . . . . . . . . 23- 1-1998
Francia . . . . . . . . . . . . . . . . . 12- 1-1998 19- 8-1999 R
Grecia . . . . . . . . . . . . . . . . . . 2- 2-1998
Guinea . . . . . . . . . . . . . . . . . 7- 9-2000 AD
Hungría . . . . . . . . . . . . . . . . 21-12-1999
India (5) . . . . . . . . . . . . . . . . 17- 9-1999 22- 9-1999 R
Irlanda . . . . . . . . . . . . . . . . . . 29- 5-1998
Islandia . . . . . . . . . . . . . . . . 28- 9-1998
Israel . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 29- 1-1999
Italia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 4- 3-1998
Japón .. . . . . . . . . . . . . . . . . 17- 4-1998
Kirguistán . . . . . . . . . . . . . 1- 5-2001 AD
Libia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 22- 9-2000 AD
Lituania . . . . . . . . . . . . . . . . 8- 6-1998
Luxemburgo .. . . . . . . . . 6- 2-1998
Macedonia, ex Repú-

blica Yugoslava
de . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 16-12-1998

Madagascar . . . . . . . . . . 1-10-1999
Maldivas . . . . . . . . . . . . . . . 7- 9-2000 AD
Mónaco .. . . . . . . . . . . . . . . 25-11-1998
Mongolia . . . . . . . . . . . . . . 7- 9-2000 AD
Nepal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 24- 9-1999
Noruega . . . . . . . . . . . . . . . 31- 7-1998 20- 9-1999 R
Países Bajos . . . . . . . . . . 12- 3-1998
Panamá .. . . . . . . . . . . . . . . 3- 9-1998 5- 3-1999 R
Polonia . . . . . . . . . . . . . . . . . 14- 6-1999
Portugal (6) . . . . . . . . . . . 30-12-1999
Reino Unido . . . . . . . . . . 12- 1-1998 7- 3-2001 R
República Checa . . . . 29- 7-1998 6- 9-2000 R
República de Corea . 3-12-1999
Rumania . . . . . . . . . . . . . . . 30- 4-1998
Rusia (7), Federación

de . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12- 1-1998
Sri Lanka . . . . . . . . . . . . . . 12- 1-1998 23- 3-1999 R
Sudáfrica . . . . . . . . . . . . . . 21-12-1999
Sudán (8) . . . . . . . . . . . . . . 7-10-1999 8- 9-2000 R
Suecia . . . . . . . . . . . . . . . . . . 12- 2-1998
Togo .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 21- 8-1998
Trinidad y Tobago .. . 2- 4-2001 AD



20552 Martes 12 junio 2001 BOE núm. 140

Firma Fecha de depósito
Instrumento

Turkmenistán . . . . . . . . 18- 2-1999 25- 6-1999 R
Turquía (9) . . . . . . . . . . . . 20- 5-1999
Uganda .. . . . . . . . . . . . . . . 11- 6-1999
Uruguay . . . . . . . . . . . . . . . 23-11-1998
Uzbekistán (10) . . . . . . 23- 2-1998 30-11-1998 R
Venezuela . . . . . . . . . . . . . 23- 9-1998
Yemen .. . . . . . . . . . . . . . . . 23- 4-2001 AD

R = Ratificación.
AD = Adhesión.

(1) Alemania

En el momento de la firma:
Declaración:

La República Federal de Alemania interpretará el apar-
tado 4 del artículo 1 [del Convenio] en el sentido de
que la expresión «fuerzas militares de un Estado» abarca
su contingente nacional que opere como parte de las
fuerzas de las Naciones Unidas. Asimismo, la República
Federal de Alemania interpreta que, a efectos del pre-
sente Convenio, la expresión «fuerzas militares de un
Estado» abarca también a las fuerzas de policía.

(2) Chipre

De acuerdo con el artículo 6, párrafo 3, del Convenio,
la República de Chipre establece su jurisdicción sobre
las infracciones comprendidas en el artículo 2 en todos
los casos previstos en el artículo 6, párrafos 1, 2 y 4.

(3) Egipto

En el momento de la firma:
Reservas:

«1. Apartado 5 del artículo 6:

El gobierno de la República Árabe de Egipto declara
que estará obligado por el apartado 5 del artículo 6
del Convenio en la medida en que el derecho interno
de los Estados Parte no esté en contradicción con las
normas y principios aplicables del derecho internacional.

2. Apartado 2 del artículo 19:

El Gobierno de la República Árabe de Egipto declara
que estará obligado por el apartado 2 del artículo 19
del Convenio en la medida en que, en el ejercicio de
sus funciones, las fuerzas militares del Estado no que-
branten las normas y principios del derecho interna-
cional.»

(4) España

29 de febrero de 2000:

Declaración:

Según el artículo 23 de la Ley Orgánica 6/1985,
de 1 de julio, del Poder Judicial, el terrorismo es un
delito perseguible universalmente y sobre el cual los tri-
bunales españoles gozan de jurisdicción internacional
en cualquier circunstancia; en consecuencia, se consi-
dera cumplido lo dispuesto en el apartado 2 del artícu-
lo 6 del Convenio, no siendo por tanto necesario el esta-
blecimiento de una jurisdicción especial tras la ratifica-
ción del Convenio.

(5) India

Reserva:

«De conformidad con el artículo 20.2, el Gobierno
de la República de la India declara que no se considerará
obligada por lo dispuesto en el artículo 20.1 del Con-
venio.»

(6) Portugal

En el momento de la firma:

Declaración:

«A efectos del apartado 2 del artículo 8 del Convenio,
Portugal declara que la extradición de nacionales por-
tugueses de su territorio se autorizará únicamente si se
reúnen las siguientes condiciones, según lo expresado
en la Constitución de la República Portuguesa:

a) en casos de terrorismo y de delincuencia orga-
nizada; y

b) a efectos de actuaciones penales y, en ese caso,
con sujeción a una garantía prestada por el Estado que
solicite la extradicción de que la persona de que se trate
será entregada a Portugal para cumplir la condena o
medida que se le haya impuesto, a menos que dicha
persona no consienta en ello mediante declaración
expresa.

A efectos de la ejecución de una condena en Portugal,
se seguirán los procedimientos a que se hace referencia
en la declaración formulada por Portugal al Convenio
Europeo sobre Traslado de Personas Condenadas.»

(7) Rusia, Federación de

En el momento de la firma:

Declaración:

La posición de la Federación de Rusia es que lo dis-
puesto en el artículo 12 del Convenio deberá aplicarse
de tal modo que se garantice la inevitabilidad de la res-
ponsabilidad por la comisión de delitos que entren en
el ámbito del Convenio, sin detrimento de la efectividad
de la cooperación internacional en materia de extradición
y de asistencia judicial.

(8) Sudán

Declaración en virtud del apartado 3 del artículo 6:

La República del Sudán declara que ha establecido
su jurisdicción sobre los delitos expresados en el artícu-
lo 2 del Convenio, de conformidad con las situaciones
y condiciones previstas en el apartado 2 del artículo 6.

Declaración relativa al apartado 2 del artículo 19:

Este apartado no creará ninguna obligación adicional
para el Gobierno de la República del Sudán. No afectará
ni reducirá la responsabilidad del Gobierno de la Repú-
blica del Sudán de mantener o de restablecer por todos
los medios legítimos la ley y el orden o de defender
su unidad nacional o su integridad territorial.

Este apartado no afectará al principio de no injerencia
directa ni indirecta en los asuntos internos de los Estados,
según lo expresado en la Carta de las Naciones Unidas
y en las disposiciones correspondientes del derecho
internacional.

Reserva al apartado 1 del artículo 20:

La República del Sudán no se considerará obligada
por el apartado 1 del artículo 20, en cumplimiento de
lo dispuesto en el apartado 2 del mismo artículo.
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(9) Turquía

En el momento de la firma:
Declaraciones:
«La República de Turquía declara que los artículos

9 y 12 no se interpretarán de tal modo que los autores
de estos delitos no sean juzgados ni perseguidos. Asi-
mismo, la asistencia judicial mutua y la extradición son
dos conceptos diferentes y las condiciones para la dene-
gación de la extradición no serán válidos para la asis-
tencia judicial mutua.

La República de Turquía declara su entendimiento
de que la expresión derecho humanitario internacional
a que se hace referencia en el artículo 19 del Convenio
para la represión de los atentados terroristas cometidos
con bombas se interpretarán en el sentido de que com-
prenda las normas internacionales correspondientes,
excluidas las disposiciones de los Protocolos Adicionales
de los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949,
en los que Turquía no es Parte. La primera parte del
segundo apartado de dicho artículo no deberá interpre-
tarse en el sentido de que confiera una condición dife-
rente a las fuerzas y grupos armados distintos de las
fuerzas armadas de un Estado tal como se entiende y
aplica actualmente este concepto en derecho interna-
cioal y que, por tanto, imponga nuevas obligaciones a
Turquía.

Reserva:
En virtud del apartado 2 del artículo 20 del Convenio,

la República de Turquía declara que no se considera
obligada por lo dispuesto en el apartado 1 del artícu-
lo 20 de dicho Convenio.»

(10) Uzbekistán

Declaración en virtud del artículo 6 (3):
La República de Uzbekistán ha declarado su juris-

dicción sobre los delitos expresados en el artículo 2 en
todas las condiciones expresadas en el apartado 2 del
artículo 6 del Convenio.

El presente Convenio entró en vigor de forma general
y para España el 23 de mayo de 2001, de conformidad
con lo establecido en su artículo 22 (1).

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 30 de mayo de 2001.—El Secretario general

técnico del Ministerio de Asuntos Exteriores, Julio Núñez
Montesinos.

MINISTERIO DE EDUCACIÓN,
CULTURA Y DEPORTE

11163 RESOLUCIÓN de 4 de junio de 2001, de la
Dirección General de Universidades, por la
que se establecen normas para el cálculo de
la nota media en el expediente académico de
los alumnos que acceden a enseñanzas uni-
versitarias conducentes a la obtención de títu-
los oficiales desde la Formación Profesional.

Por Resolución de esta Dirección General de 25 de
abril de 1996 («Boletín Oficial del Estado» de 7 de mayo),

se establecieron normas para el cálculo de la nota media
en el expediente académico de los alumnos que acceden
a enseñanzas universitarias conducentes a la obtención
de títulos oficiales desde la formación profesional, con
las que se pretendía conseguir, entre otras medidas, des-
hacer los empates que se produjesen cuando varios
alumnos tuviesen la misma nota media final y ello a
los únicos efectos del acceso a las enseñanzas univer-
sitarias que se determinen y en las que la demanda de
plazas fuese superior a la oferta de las mismas.

Con posterioridad, la Resolución de 3 de junio
de 1998 («Boletín Oficial del Estado» del 21), modificó
la anterior, habida cuenta que el sistema de desempate
establecido por ella no había sido suficiente.

Si, por otra parte, tenemos en cuanta que, de acuerdo
con las mencionadas normas, en el caso de la formación
profesional de segundo grado, la nota media final se
calcula convirtiendo a escala numérica las calificaciones
expresadas en forma cualitativa, con una tabla de equi-
valencias en la que la nota máxima es 9, y que, en el
supuesto de los alumnos procedentes de ciclos forma-
tivos de grado superior la calificación final se formula
en otra escala cuya nota máxima es 10, parece con-
veniente corregir estos desajustes, que pueden producir
discriminaciones, en uno u otro sentido, según los tramos
de las calificaciones individuales de los alumnos.

Para ello, en la presente Resolución que, para su mejor
lectura y comprensión, reúne en un solo texto las Reso-
luciones que actualmente regulan esta problemática, se
establece una fórmula matemática que pondera las cali-
ficaciones de ambos sistemas.

En su virtud, de conformidad con la Dirección General
de Educación, Formación Profesional e Innovación Edu-
cativa, y previo informe del Consejo de Universidades,
dispongo:

Primero.—Las presentes normas serán de aplicación
al procedimiento para transformar en expresión numé-
rica las calificaciones globales cualitativas que figuran
en los expedientes académicos de los alumnos que
hayan cursado formación profesional de segundo grado,
así como enseñanzas experimentales de módulos pro-
fesionales de nivel 3, a los efectos del cálculo de la
nota media previstos por el artículo 12, f) del Real Decre-
to 69/2000, de 21 de enero, por el que se regulan
los procedimientos de selección para el ingreso en los
centros universitarios de los estudiantes que reúnan los
requisitos legales necesarios para el acceso a la Uni-
versidad.

Segundo.—A los efectos del acceso a las enseñanzas
universitarias que se determinen, la nota media de cada
uno de los cursos que componen el segundo grado de
formación profesional vendrá dada por la media aritmé-
tica —obtenida conforme a la escala detallada en el apar-
tado quinto— de las calificaciones correspondientes al
conjunto de las materias de cada curso, incluidas en
las áreas de «Formación Profesional y de Conocimientos
Tecnológicos y Prácticos», si de régimen general se trata,
o a las del área de «Ampliación de Conocimientos» para
el caso del régimen de enseñanzas especializadas, siem-
pre y cuando el alumno hubiera alcanzado evaluación
positiva en las restantes áreas.

Tercero.—Uno.—La nota media final, a efectos de acce-
so a enseñanzas universitarias que se determinen desde
la formación profesional de segundo grado, independien-
temente de la calificación cualitativa contenida en el
expediente académico, vendrá dada por la media arit-
mética de las calificaciones correspondientes a cada uno
de los cursos que la integran, obtenida conforme al pro-
cedimiento del apartado anterior, según el régimen en
que tales enseñanzas se hubieran cursado, sin que, en
ningún caso, puedan ser tenidas en cuenta las califi-
caciones habidas en el Curso de Enseñanzas Comple-
mentarias para el acceso a segundo grado.


